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A continuación expongo la razón por la que me aparté de la decisión que por mayoría se aprobó, al confirmarse parcialmente la sentencia proferida el pasado 26 de julio, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.

En mi concepto el fallo no podía producirse aún porque se configuró la nulidad del proceso prevista en el numeral 2º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.

En efecto, según el inciso 3° del numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 “A los Jueces Municipales les serán repartidas para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden distrital o municipal y contra los particulares”.


Los accionados, Inspector Tercero Municipal de Policía de Santa Rosa de Cabal y el Alcalde Municipal, son autoridades del orden municipal; y la Sociedad por Acciones Simplificada y Obras y Proyectos E.R.P. S.A.S, es un particular.

En consecuencia, el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas carecía de competencia funcional para conocer de la tutela y en tal forma se configuró la nulidad prevista por la primera disposición citada, que tiene aplicación en esta clase de asuntos de conformidad con el artículo 4º del Decreto 306 de 1992 que reglamentó el Decreto 2591 de 1991.

Aunque mis compañeros de Sala se percataron de la irregularidad, estimaron que correspondía al tribunal decidir la impugnación porque “esa falta de competencia no fue discutida por los intervinientes” y con ello “estima la Sala que se ha saneado la irregularidad”, criterio del que me aparto porque la falta de competencia funcional configura nulidad insaneable, de conformidad con el último inciso del artículo 144 del Código de Procedimiento Civil y porque la finalidad de la tutela no puede desconocer el debido proceso.

La suscrita magistrada no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional, en el que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de las demandas de tutela y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata. 

Sin embargo, comparto el criterio contrario, de  la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que ha declarado nulidades en procesos de tutela cuando el funcionario que conoce de ella carece de competencia funcional, y así ha dicho: 
“En lo que ahora es materia de análisis conviene memorar a posición de la Sala expresada en reciente pronunciamiento al desatar un asunto de similares características, en punto a lo cual señaló:

“(…) la Sala hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional expresada en el auto 124 de 2009 (Exp. I.C.C.1404) sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales.

“Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces “no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000” el cual  “… en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto.

“En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. 

“Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento; ad exemplum, ´[l]o accionado contra la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, será repartido a la misma corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 4° del presente decreto´, siendo inadmisible su conocimiento por otro juez, por supuesto, en las hipótesis en que eventual y teóricamente procediere el amparo contra estas altas Corporaciones de Justicia, que serían las mismas en las cuales procederían frente a la Corte Constitucional, naturalmente ajenas al ejercicio de sus funciones constitucionales o legales privativas por otras autoridades.

“Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está  indisociablemente referida al derecho fundamental del debido proceso (artículo 29 de Carta), el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, ´según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso´ (Auto 304 A de 2007), “el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” (Auto 072 A de 2006, Corte Constitucional).
“Análogamente, el principio de legalidad imperante en todas las actuaciones de los servidores del Estado, precisa atribuciones concretas y ninguno puede ejercer sino las confiadas expresamente en la Constitución Política y la ley, cuya competencia asigna el legislador a los jueces, dentro de un marco estricto, de orden público y, por tanto, de estricta interpretación y aplicación.

“En idéntico sentido, razones transcendentales inherentes a la autonomía e independencia de los jueces sean ordinarios, sean  constitucionales (artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional) y su sujeción al imperio de la ley, estarían seriamente comprometidas, de limitarse sus facultades y deberes” (auto 13 de mayo 2009, exp.2009-00436-01, reiterado exp.2009-00078-01, entre otros).

Así las cosas, siguiendo el criterio anterior, considero que ha debido declararse la nulidad de todo lo actuado por el funcionario de primera instancia y no proferir sentencia de segundo grado.  
Pereira, septiembre 6 de 2010.
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